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RESOLUCiÓN No. ií1r:1:2 0730 - o5MAR 2015 

"POR MEDIO DE LA CUAL SERESUELVE UN RECURSO DE REPOSICiÓN Y 
SE ADOPTAN OTRAS DETERMI.NACIONES" 

LA JEFE DE LA OFICINA JURíDICA DE LA CORPORACiÓN AUTONOMA 
REGIONAL DE ,:LAS CUENCAS DE LOS RIOS NEGRO y NARE "CORNARE", 

en uso de sus atribuciones legales, estatutarias, funcionales y 

I 

CONSIDERANDO-\ 

Que mediante Resolución con radicado No. 112-4920 del 21 de octubre de 2014, 
s~ resolvió el procedimiento administrativo Sancionatorio Ambiental en contra de 
las siguientes personas: RAMÓN GUSTAVO ARISTIZÁBAL IDENTIFICADO 
CON CEDULA' 'DE CIUDADANIA N° 6.789.389, CARLOS EDUARDO 
SANMARTíN IDENTIFICADO CON CEDULA DE CIUDADANIA N° 98.671.541, 
JORGE LUIS VALENCIA IDENTIFICADO CON CEDULA DE CIUDADANIA N° 
3.309.427, imponiendo como sanción una MULTA equivalente a la suma de 
CUARENTA y: SIETE MILLONES SEISCIENTOS SESENTA Y TRES MIL 
DOSCIENTOS ,SETENTA Y SIETE' PESOS CON VEINTE CENTAVOS 
($47.663.277.20). ' 

. . , 11 

.Que la resoluciÓn en mención, fue notificada a los implicados, conforme a lo 
,establecido en el Código de procedimiento administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo, garantizando la posibilidad de presentar los recursos legales frente 
a este tipo de aCtu.ación administrativa en los términos que dispone la Ley. 

Que dentro der tiempo legal para hagerlo, los implicados de manera individual 
interpusieron los recursos de ley, argumentando sus motivos de inconformidad 
frente a la Resolución con raaicado No. 112-4920 oel21 de octubre de 2014. ' 

Que este despacho procede a. hacer una breve reseña de los fundamentos 
planteados por los. recurrentes, haciendo énfasis en la solicitud de caducidad que 
fue punto de coincidencia en los tres recursos presentados, y que según la 
interpretaciónd~ !3ste despacho es el argumento con mayor relevan'cia, lo anterior 
con el fin de emitir concepto jurídico y tomar decisi6n frente a los mismos. 

:¡.. 	 El primero de los implicados en presentar los recursos de ley fue el 
señor RAÍVlON GUSTAVO ARISTIZABAL. identificado con cedula de 
ciudadanía N° 6.789.389 que mediante apoderado radica el escrito con ...\\.~ 
radicado 'N° 131-4103 del 07 de noviembre de 2014, en el que J'" 
manifiesta:- - X; 
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CON RESPECTO A LOS FUNDAMENTOS DE INCONFORMIDAD CON LA 
DECISiÓN: ' 

Manifiesta el recurrente que para el presenta asunto opero el fenómeno de la 
CADUCIDAD DE LA ACCION, haciendo una breve argumentación y sosteniendo' 
que el termino de caducidad aplicable es de tres (3) años, según lo dispuesto en el 
Articulo 38 del decreto 01 de 1984, en razón de que al momento de los hechos 
que originaron lá investigación no había entrado en vigencia la ley 1333 del 21 de 
julio del año 2009. . -


I 

Argumenta además: 

Considero que para el presente caso opero el fenómeno de la caducidad de la 
acción por cuanto los hechos que dieron origen a este procedimiento sanciona torio 
ambiental ocurrieron antes del 26 de agosto de 2008, cuando no existía norma 
especial que fijara la caducidad de la acción en 20 años como los hace la ley 1333 
de 2009, por lo tanto el termino de caducidad para este caso concreto es el 
consagrado en el artículo 38 del decreto 01 del 84.' .' 

Si la quejosa presento denuncia el 26 de agosto de 2008, manifestando que desde 
hace 15 días se estaba presentando la ta/q, tenemos como fecha probable de los 
hechos el 11 de agosto de 2008, por lo que el termino de caducidad qperaba el 11 
de agosto de 2011, fecha muy anterior (tres años) a la cual se resolvió el 
procedimiento sancíonatorio en contra de mi poderdante y otros. 

Lo cLal quiere decir que los hechos que dieron' lugar al, procedimiento 
sancionatorio, ocurrieron cuando no había regulación especial para la caducidad 
en materia ambiental, por lo que nos debemos remitir al artículo 38 del decreto 01 
de 1984 (código contencioso administrativo) 

Por todo lo anterior se considera que el término de caducidad aplicable es de tres 
(3) 	años. 

Seguidamente enumera las que a su vista son irregularidades del 
procedimiento sancionatorio ambiental, así: 

1. 	 FALTA DE APODERADO DE MI PODERDANTE: mi poderdante no 
estuvo representado por abogado como mal lo dice CORNARE, pues en 
el expe.diente no reposa poder alguno que otorgue mencionada facultad 
de representación, así las cosas considero que existe un CAUSAL DE 
NULIDAD de lo actuado desde que se profirió el auto 131-380 del 19 de 
marzo de 2009, modificado por el auto 131-'450 del 3 de abri( de 2009, 
por cuanto no fue notificado a los propietarios de la' finca Torrealta y 
particularmente a mi representado RAMON GUSTAVO ARISTlZABAL. 

2. 	 AUTORIA y RESPONSABILIDAD DE LAS CONDUCTAS 
INVESTIGADAS: Desde que el doctor Alfonso Pérez empezó a intervenir 
en el procedimiento sancionatorio ambiental, manifestó que los 
trabajadores tenían la prohibición expresa de talar árboles, que la labor 
era solo de rocería" que existía un problema de linderos JI que el hecho 

Ruta:www.comare.gov.cotsgifApoyo/Gesti6n Vigente desde: 	 F-GJ-165N.01 
Jurídica/Anexos Nov-01-14 

" 


C
O

P
IA

 C
O

N
T
R

O
L
A

D
A

http:F-GJ-165N.01


pudo obedecer a oscuros móviles; CORANARE, no realizo las labores, de 
investigación que debe realizar en su papel como autoridad políciva 
ambiental. ! 

\ , 
1," 

Resulta muy sospechos'o que en una finca de 111 hectáreas como lo es 
Torrealta, ~ las cuales se les hace a rocería, solo en la franja de terreno que 
está en disputa, se presente la tala de árboles. 

, 	 . 

3. 	 ANALlS/S DEL MATERIALPROBATORIO'EN CUANTO A DILIGENCIA 
y CUIDADO DEL INFRACTOR: está demostrado dentro del expediente 
que mi representado actuó con diligenCia y cuidado en la preservación del 
medio ambiente, toda vez que reposan en el expediente declaraciones de 
los trabajadores Silvia Betancur y Dario Henao quienes manifiestan que, " 
en ningún momento hemos talado un árbol, los propietarios nunca nos 
han dado una orden para que talemos un árbol, por el contrario antes nos 
han adveitido del cuidado que se debe tener con los mismos y con los 
nacimientps de agua. 

También 'en su decJar§wión, el señor Juan Esteban Valencia, señalado 
como administrador de la finca Torrealta, que en la misma se llevaron a 
cabo las labores de rocería de helecho marranero y chuzque, que la tala 
solo se presentó en el terreno en disputa. 

, • 'H 	 , 

Estas declaraciones nunca fueron tenidas en cuenta por la Autoridad 
Ambiental. 

!: 

. 	 \ 
Se debe acudir al principio general del derecho que dice que todo el mundo 
es inocente hasta que se demuestre lo contrario,' ya que si bien es cierto 
que la ley 1333 del año '2009 presl)me el dolo o la culpa 'del infractor, dicha 
ley no era vigente y no había norma expresa. . 

4. 	 IGUALDAD ANTE LA LEY: Por medio del auto 131-1652 se excluyó al 
señor Luis Pérez G. del procedimiento sancionatorio, porque según su 
declaradon él no era responsable del manejo de la finca Torrealta, como 
es el Caso del señor Juan Esteban Valencia. Con este argumento 
debieron excluir a' todos los propietarios y segL!ir el mismo frente al 
administrador Juan Esteban Valencia. Comare ni siquiera lo vinculo en su 
calidad. de administrador y continuo contra Ipsdemás propietarios que se 
mantienen llenos de trabajo en la ciudad de Medellín al igual que el señor 
Luis Pérez. 

;: '<,1 

- Lo que es, más grave aún es que' CORNARE AL resolver el recurso 
de interpuesto por la apoderada de la denunciante frente a la 
decisión de excluir,al señor Luis Pérez, dijo textualmente: 

"Este argumento presentado por la dra. ARelLA SALAZAR. tampoco es de 
recibo, ya. que si nos vamos a las declaraciones consagradas en el 
expediente, ninguna salvo· la del señor, DIEGO SOLORZANO señala 
directamente al señor LUIS EMILIO PEREZ GUT/ERREZ; en todas ellas se 
ha manifestado que lo :que se ordenó a los trabaíadores era realizar una 

'(l' Ji... - Ift_, ¡)',.. ,, Ji.. , /J. , • ~ 
~~Oy~ 
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limpieza en el predio. negando todos ellos haber hecho el aprovechamiento 
forestal en el sector que se encuentra actualmente en conflicto. Por tanto 
existe la justificación legal para CESAR EL PROCEDIMIENTO en contra del 
señor LUIS EMILIO PEREZ GUTlERREZ. ya que su argumento fue 
reiterativo en que la finca tenía un administrador encargado del manejo de 
la misma y el, personalmente se encontraba cumpliendo otras labores que 
no le permitían ponerse al frente de la situación. Nótese como el señor LUIS 
EMILIO PEREZ GUTlERREZ no solo estuvo interesado en todo lo sucedido 
en su propiedad, sino que estuvo al frente de responder por todas las 
acciones acometidas en el lote. No se puede endilgár responsabí/ídad a una 
persona simplemente por unos de los propietarios. Por tanto no es de 
recibo el argumento presentado por la señora apoderada, ya que 
efectivamente se han presentado las causales que permitan CESAR EL 
PROCEDIMIENTO a favor del señor LUIS EMILIO PEREZ GUTlERREZ" 

Señóres CORNARE, esos argumentos expuestos por la doctora Laura 
Marulanda no aplicaban también a los demás copropietarios, porque 
obsérvese que la orden era limpieza del predio, negando todos ellos (los 
trabajadores) el aprovechamiento forestal, el administrador era de la finca 
por ende de todos los dueño~. 

. La misma· doctora Marulanda manifiesta: "NO SE PUEDE ENDILGAR 
RESPONSABILIDAD A UNA PERSONA, SIMPLEMENTE POR SER UNO 
DE LOS PROPIETARIOS" \ 

¡ 

TASACION DE LA SANCION:' 

1. 	 EN CUANTO AL AREA DE AFECTACION: con respecto a la tala existen 
inconsistencias, pues en la queja presentada por el señor Diego 
Solórzano radicada cpn el Nro 131-3097 del 27 de agosto de 2008' 
obrante a folios 13 del tomo 1, habla de una rocería éJe aproximadamente 

,(2) hectáreas, en el formulario de seguimiento a planes de cumplimiento 
obrante a folio 29, se manifiesta que, .... ; Es complicado de evaluar y 
cuantificar (punto 2) y también se dificulta la valoración y cuantificación 
debido a que el espacio que ocupan los arboles ha sido invadido y 
ocupado por chuzque" (punto 3) en el acápite de las conclusiones del 
informe técnico 131~0152, obrante a folios 160 a 169 se lee "~n una 
franja'de terreno sobre la cual la señora Maria Concepción Peláez y 
propietarios de la finca Torrealta , al parecer se disputan el dominio 
y propiedad, se efectuó una rocería y tala de un bosque natural, 
donde se afectó un área aproximada de 3 hectáreas. ' 

, . 
Este' informe sirvió de base para proferir eel auto por medio del cual se 
inicia una investigación' de carácter ambiental (folios 184 y siguientes), en el 
cual en el artículo primero, la investigación se inicia por una afectación de 3 
hectáreas ..Obsérvese como se pasó de una denuncia de 2 hectáreas a tina 

'investigación de 3 hectáreas.. 
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'1 , 

I 1~ 

Pero en el informe técnico Nro 112-0930 del 02 de julio del 2014, que sirvió 
de base p~ra la declaratoria de infractor ami poderdante, ya se dijo otra 
cosa: "! 

Respecto El la evaluación de los informes técnicos: 
'1, 	 ' 

"De acuerdo a los informes técnicos realizados, en, el predio en mención 
denominado' el rebaño' se genera un impacto ambiental mediante la 
tala APROXIMADAMENTE 10.44 HECTAREAS de bosque natural en 
diferentes estados sucesionales" 

" 

Me 	pregunto yo ¿Cuáles informes técnicos hablan de un área talada' de, 
10.44 Ha, si.en todos ellos, ya reseñados se habla, en un principio de 2 Ha, 
y a lo sumo 1en el informe técnico e hablo de 3 Ha? ~ 

r 	 ' 

, Lo que eS':n1áS grave al momento de cuantificar la sanción se aducen 10.44 
hectáreas, (o que a su vez incrementa la sanción, pues entre 1 y 5 
hectáreas¡/a~ importancia del daño se estima en 4 y superior a 5 hectáreas la 
importancia ~ del daño se estima en 12 y 12 fue precisamente la que se 
aplicó. 

Por lo anteriormente expuesto habrá de reponerse el auto recurrido en esta 
parte: 'Ii' 

'.
, 	

~. , 2. 	 EN CUANTO A LA RESERVA NA RE:, se presenta inconsistencia en los 

informes .técnicos, ya que en un principio se habló de que el área 

afectada hacia parte de la RESERVA NARE, sin embargo en el informe 

técnico Nro 131-2543 de octubre, 11 de 2011, en el punto de las 

observaciones indico. "En la zona donde se efectuo la tala se encuentra 

restringida por estar en la zona de regulación hídrica según el POT, vale 

la pena: ,,!encionar que no existen restricciones por acuerdo 250 de _2011 

y reserVa, nare como se muestrp en el siguiente mapa" (folío 311 tomo 11. 


, , 

En el mapa se evidencia 'que el área afectada se encuentra por fuera de la 
RESERVA NARE. / 

Pero en él 'informe técnico 112-930 del 2 de julio de 2014 (folio 396 vuelto . 
tomo 11),' previo al auto sanciona torio, se echa para atrás y en este. 
punto Sobre visita técnica realizada el 22 de mayo de 2014. dice en el 
párrafo tercerO': "el predio en mención se encuentra ubicado, según la 
resolución 1510 del agosto 05 de 2010, dentro de la reserva'nare, y la 
zona afectada se encuentra dentro de la clasificación de uso sostenible. 

El informe 'técnico 112-930, previo auto sancionatorío, sirvió de base a la 
, tasación de la multa toda vez que se estimó por parle de CORNARE, que 
constituía una circunstancia de agravación de la sanción en un porcentaje 
del O. 15.' A 	 ' • 

" ij 

Se presenta acá una grave violación al debido proceso, causal de nulidad, pues 
no se practicó Una prueba idónea para determinar si la afectación estaba en la 

Corporación Autónoma Regional de las Cuencas de los Rfos''\l,''''''t'lrn 
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reserva Nare o no, como. pudo haber sido por ejemplo una verificación con 
coordenadas geodésicas además se plantea una inseguridad jurídica pues mi 
poderdante no tiene certeza si la afectación está en la reserva o no, lo que limita el 
detecho de defensa 

)- El segundo de los implicados en presentar los recursos de ley fue el 
señor CARLOS EDUARDO SAN MARTIN identificadó con la cedula de 
ciudadanía N° 98.671.541 mediante el escrito con radicado N° 131­
4234 del 19 de noviembre de 2014, en el que manifiesta: 

CON RESPECTO A LOS FUNDAMENTOS DE INCONFORMIDAD CON LA 
DECISiÓN: 

CUESTIÓN PREVIA 

La denuncia realizada por la por la señora MARIA CONCEPCION PELAEZ que es , 
la génesis de este procedimiento en una QUEJA SOSPECHOSA, así como lo es 
el testimonio de su hijo DIEGO SOL ORZA NO, en razón la usurpación de tierra 

\ 	 que estos han ejercido en contra de los' denunciados. Es de advertir que ni la 
señora MARIA CONCEPCION PELAEZ y ni sus hijos PERMITEN el ingreso de los 
propietarios de' la finca torre alta o sus empleado a la faja de terreno que 
pretenden usurpar, lugar donde se talaron los arboles objeto de la investigación 
por' lo que materialmente es imposible que se haya ejecutado un 'ilícito por los 

1 

propietarios de la finca T orrealta o sus empleados. 
Por el contrario, existen pruebas que la señora PELAEZ y su hijo mediante . 
amenazas ...: véase la grabación aportada en la cual el señor Oiego Solórzano 
indica al Dr. Luis Perez Gutierrez que es la primera y última vez que entra a su 
predio, lugar donde se talaron los árboles, además que los quejosos tienen toda' 
una infraestructura para el aprovechamiento forestal, que, incluye el ingreso de 
tractores al predio, actividad que no pueden desarrollar los propietariOS de la finca 
Torrealta. 
La queja sospechosa y el testimonio sospechoso, con los Guales CORNARE 
pretende sancionar no constituyen material probatorio idóñeo de la 
responsabilidad. Los informes técnico recaudados por funcionarios. de la Autoridad 
Ambiental no pueden aportar elementos sobre los responsables dado que no han 
sido testigos de los hechos. , 

2.1.1 VIOLACION AL ARTICULO 28 DE LA CONSTlTUCION POLlTlCA DE 1991 
(CADUCIDAD DE LA ACCION) 

El citado artículo establece que no habrá penas imprescriptibles y a su vez el 

. artículo 29 de la carta fundamental r:efuerza diciendo que las normas aplicables 

deben ser preexistentes al hecho, en ese sentido hay que determinar qúe los 

hechos materia de investigación sucedieron entre .el 11 de agosto de 2008 y el 27 

de agosto de 2008, según ;adicado de la queja· N° 131-3097, por lo que más 

normas aplicables son las vigentes para esa, fecha, No debe confundirse la 

transición que para el. procedimiento consagro la ley 1333 de 2009 en el sentido 
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I1 

que si no se había formulado cargos al momento de ,entrar en vigencia - ló cual 
ocurrió el 21 de julip de 2009, diario oficial 47.417 - se aplicara al procedimiento 
previsto en ella, 'pero en modo alguno. se puede aplicar esta transición' a las 
normas sustanciales como' son las penas previstas en el artículo 40 y el termino ' 
de caducidad previsto en el artículo 10. Estas regulaciones s.ustanciales no se 
pueden aplicar en lorma retroactiva para, hechos ocu"idos con anterioridad, a· 
menos que se desconozca abiertamente las dos normas constitucionalmente 
citadas. : . 'i \ ' , 

Lo anterior implica' que el termino de paducidad para hechos 
ocurridos antes del 21 de julio de 2009 es'de tres (3) años consagrado en el 
artículo 38 del decreto 01 de 1.984, tal como ha sido reconocido en forma 
unánime por las autoridades ambientales, incluida CORNARE, y en ese 
término se cuenta desde la ocurrencia del hecho, plazo para que la ' 
administración dentro de su potestad,' inicié, tramite y /leve hasta su ' 
culminaci6,n el procedimiento ambiental sancionatorio, es decir que tiene la 
entidad sancionatoria tres años contados a partir de la ocurrencia de los 
hechos generadores de falta ambiental, para imponer la sanción 
correspondiente. ,Todas las autorid.ades ambientales reconocen esta 
interpretación, incluso CORNARE, para lo cual se señalan los siguientes 
ejemplos ,-se 'anexa a este' recurso los respectivos actos tomados 
aleatoriamente de' la internet-:; actos expedidos por CORNfJ,RE donde se 
reconoce qqe "la caducidad para hechos ocurridos antes del 21 de julio de 
2009 es de tres años. Todos estos actos tienen como fundamento que los 
hechos sucedieron antes de la entrada en vigencia de la ley 1333 de 2009 y 
que se iniciaron antes de la misma ley, ambos requisitos se cumplen a 

, plenitud en ,¡este caso por lo que no 'hay ninguna razón jurídica para que 
CORNARE desconozca sus propias actuaciones y se niegue a reconocer lo 

, evidente emeste caso. 

. . En 'Caso que CORNARE interprete que la caducidad es una garantía 
procesal y ho sustancial, también sería' necesario concll!ir que el termino 
aplicable es de tres (3) años, dado que el artículo 40 de la ley 153 de 1887 
regla, que: 41as leyes concernientes a la sustanciación y' ritualidad de los 
juicios prevalecen sobr& las anteriores desde el momento en que deban 
empezar ';a· regir. Es decir que el término de caducidad empezaríá a ' 

, contarse e'!tre el ·11 y el 27 de agosto de 2008 y Jos tres años vencieron 
entre el 11 de agosto y el 27 de agosto de 2011, fecha para la cual 
CORNARE no t:abía dec,idido el sancionatbrio y en ese sentido perdió fa 
potestad legal para hacerlo, so pena de incu"ir en un acto ilegal, como 
ocu"ió en este caso, pero que se pide se corrija cuando se resuelva el 
presente recurso. . 

'¡ 

2.1.2 '1 íVIOLACION AL ARTléuLO 29 DE LA CONSTITUCION 
, POLlT/CA DE 1991 (LEGALIDAD DE ,LA PENA) 

El citado 'artículo impone el deber de aplicar las normar preexistentes al 'acto. que 
se sanciona, es, decir, que las penas a imponer deben estar contempladas en 'el 
ordenamiento jurídico a/momento del ilícito penal o administrativo, y, solo las 
normas favorab~es se pueden aplicar de forma retroactiva. 

1; 
¡ 
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El principio de legalidad de la pena impone. el deber de sancionar con los medios 
autorizados por el legislador al momento de la comisión de la contravención, 
deber -no potestad - que fue desconocido abiertamente por CORNARE al 
imponer a los' presuntos infractores una sanción prevista únicamente desde el 21 
de julio de 2009 a unos hechos instantáneos ocurridos en el año 2008, error que 
se explicaría al interpretar que toda la ley 1333 de 2009 aplica aun a hechos 
ocurridos con anterioridad cuando dentro del procedimientos no se hubiere 
formulado cargos, disposición que solo aplica para los aspectos procesales mas 
no para los sustanciales. La legalidad de la pena es una disposición sustancial y 
por disposición del artículo 29 de la constitución nacional no es procedente aplicar 
,en forma retroactiva penas 'no, previstas al momento. de la ácurrencia de los 
hechos. 	 ' 
Sin embargo, como no hubo responsabilidad en los hechos no se acepta ninguna 
sanción por parte de la autoridad ambiental. ,Solo se mencionara este error de 
procedimiento, entre muchos que se observan. 

2.1.3 VIOLACION AL ARTICULO 13 DE LA CONSTITUCION 
POLlTICA DE 1991 (PRINCIPIO DE IGUALDAD) 

El citado artículo impone el deber a las autoridades de impartir el mismo trato a las 
personas, sin discriminación por razones divérsas, entre ellas la OPINION I 

POLlTlCA. Es claro que CORNARE en el presente asunto violo el principio de ,/ 

igualdad de los. señores CARLOS EDUARDO SANMANRTlN,' RAMON 
GUSTAVO ARISTlZABLA y JORGE LUIS VALENCIA, dado que la situación de 
hecho de estos ~S LA MISMA que la del señor LUIS PEREZ GUTlERREZ, quien 
tuvo una decisión diferente a· los sancionados, es decir, ante los mismos 
supuestos de hecho -y con las mismas pruebas- la Corporación ambiental llego a 
resultados diferentes, lo cual está prohibido desde' un nivel jurídico superior 
la Corporación decidió cesar el procedimiento ambiental que se adelantaba contra 
el señor LUIS PEREZ GUTIERREZ , con el argumento de que dicho investigado 
tiene varias ocupaciones en la ciudad de Medellín y que tiene la administración de 
la finca delegada, siendo esta la misma situación de todos los implicados. 

);;> 	 El tercero de los implicados en presentar los recursos de ley fue el 
señor JORGE LUIS VALENCIA identificado con la cedul~ de 
ciudadanía N° 3.309.427 mediante el escrito con radicado N° 131-4234 
del 19 de noviembre de 2014, en el que manifiesta:, . 

CON RESPECTO A LOS FUNDAMENTOS DE INCONFORMIDAD CON LA 

DECISiÓN: 


CUESTIÓN PREVIA 

La denuncia realizada por la por la señora MARIA CONCEPCION PELAEZ qUe es 
la génesis de este procedimiento en una QUEJA SOSPECHOSA, as{ como lo es 
el testimonio de su hijo DIEGO SOL ORZA NO, en razón la usurpaCión de tierra 
que estos han ejercido en contra de los denunciados. Es de advertir que ni la 
señora MARIA CONCEPCION PELAEZ y ni sus hijos PERMITEN el ingreso de los 
propietarios de la finca torre alta o sus empleado a la faja de terreno que 
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) 

pretenden usurpar,' lugar donde se talaron los arboles objeto de la investigación 
por lo que materialmente es imposible que se haya ejecutado un 'ilícito por los 
propietarios de lailinca Torrealta o sus empleados. ' 
Por el contrario,' existen pruebas que la señora PELAEZ y su hijo mediante 

. 'amenazas - véase la grabación aportada en la cual el señor Diego Sqlórzano 
indica al Dr. Luis' Perez Gutierrez que es la primera y última vez que entra a su 
predio; lugar donde se talaron los árboles, además que los quejosos tienen toda 

. una infraestructura' para el aprovechamiento forestal, 'que incluye el ingreso de 
tractores al predio, ¡actividad que no pueden desarrollar los propietarios de la finca 
Torrealta. . J. ' 
La queja sospecHosa y el testimonio sospechoso con 'los cuales CORNARE 
pretende sancionar. no constituyen material probatorio idóneo de la 
responsabilidad. Los informes técnico recaudados por funcionarios de la Autoridad 
Ambiental no pueden aportar elementos sobre los re.sponsables dado que no han 
sido testigo,s. de I,p~ hechos. " . " 

- , 
2.1.1 VIOLACION AL ARTICULO 28 DE LA CONSTITUCION POLITlCA DE 1991 
(CADUCIDAD DE LA ACCION) 

! ' 
. . 

EL citado artículo establece qué no habrá penas imprescriptibles y a su vez' el 
artículo 29 de la tarta fundamental refuerza diciendo que las normas aplicables 
c;Jeben ser preexistentes al hecho, en ese sentido hay que dete.rminar que los 
hechos materia 'ae investigación sucedieron entre el {1 de agosto de 2008 y el 27 
de agosto de 2008, según radicado de la queja N~ 131-3097, por lo que más 
normas aplicables son las vigentes para esa fecha. No debe confundirse la 
transición que, pata el procedimiento consagro la ley 1333 de 2009 en el sentido 
que si no se había formulado cargos al momento de entrar en vigencia - lo cual 
ocurrió el 21 de'julio de 2009, diario oficial 47.417 - se aplicara al procedimiento 
previsto en ella, 'pero en modo alguno se puede aplicar esta transición a las 
normas sustanciales como son las penas previstas en el artículo 40 y el termino 
de caducidad previsto en el artículo 10. Estas regulaciones sustanciales no se 
pueden aplicar 'ien forma retroactiva para hechos ocurridos con anterioridad, a 
menos que se: desconozca abiertamente las dos normas constitucionalmente 
citadas. .'! 

Lo" flnterior implipa que el termino de caducidad para hechos 
ocurridos antes del 21 de julio de 2009 es de tres (3) años consagrado en el 
artículo 38,idel decreto .01 de 1.984, tal como ha sido reconocido en forma 
unánime: por' las autoridades ambientales, incluida CORNARE, y en ese 
término ~é cuenta desde la ocurrencia del hecho, plazo para que la 
administración dentro de su. potestad, inicie, tramite y lleve hasta su 
culminación el procedimiento ambiental sanciona torio, es decir que tiene la 
t;ntidad sancionatoria tres años contados a partir de la ocurrencia de los 
hechos /~: g:f:meragores de falta ambiental, para imponer la ,sanción 
correspondiente. Todas' las' autoridades ambientales reconocen esta 
interpretación, incluso CORNARE, para lo cual se señalan los siguientes 
ejemplos -se anexa a este, recurso los respectivos actos tomados 
aleatoriamente de la internet-: actos éxpedidos por CORNARE donde se 
reconoce que la caducidad para hechos ocurridos antes del 21 de julio de ' 
2009 f;silde tres años. Todo,s estos'actos tienen como fundamento que los 
hechos sur;edieron antes de la entrada en vigencia de la ley 133~ de 2009 y 
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que se iniciaron antes df3 la misma ley, ambos requisitos se cumplen a 
plenitud en este caso por lo que no hay ninguna razón jurídica para que 
CORNARE desconozca sus propias actuaciones y se niegue a reconocer lo 
evidente en este caso. . 

En caso que CORNARE interprete que la caducidad es una garantía 
procesal y no sustancial, también sería necesario concluir que el termino 
aplicable es de tres (3) añps, dado que el artículo 40 de la ley 153 de 1887 
regla que "las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad de los 

. juicios prevalecen sobre las anteriores desde el momento en que deban 
empezar a regir. Es decir que el término de caducidad- empezaría a 
contarse entre el 1.1 y el 27·de agosto de 2008 y los tres años vencieron 
entre el 11 de agosto y el 27 de agosto de 2011, fecha para la cual 
CORNARE no había decidido el ~ancionatorio y en ese sentido perdió la 
potestad legal para, hacerlo,' so pena de incurrir en un. acto ilegal, como 
ocurrió en este caso, pero que se pide se corrija cuando se resuelva el / 
presente recurso. . 

2.1.2 VIOLACION AL ARTICULO 29 DE LA CONSTITUCION 
POLlTICA DE 1991 (LEGALIDAD DE LA PENA) 

. 	El citado artículo 'impone el deber deapiicar las normar preexistentes al ~cto que 
se sanciona, es decir, que las penas a imponer deben estar contempladas en el 
ordenamiento jurídico al momento del ilícito penal o administrativo, y solo las 
normas favorables se pueden aplicar de forma retroactiva. . 

El principio de legalidad de la pena' impone el deber de sancionar con los medios 
autorizados por el legislador al momento de la comisión de la contravención, 
deber -no pqtestad - que fue desconocido abiertamente por CORNARE al 
imponer a los presuntos 'infractores una sanción prevista únicamente desde el 21 
de julio de 2009 a unos hechos instantáneos ocurridos en el año 2008" error que 

.	se explicaría al interpretar que toda la ley' 1333 de 2009 aplica aun a hechos 
ocurridos con anterioridad cuando dentro del procedimientos no se hubiere 
formulado cargos, disposición que solo aplica para los aspectos procesales mas 
no para los sustanciales. La legalidad de la pena es una disposición sustancial y 
por disposición del artículo 29 de la constitución nacional no es procedente' aplicar 
en. forma retroactiva penas no previstas al momento de la ocurrencia de los 
hechos. 
Sin embargo, como no hubo respónsabílidad en los hect/os no se acepta ninguna 
sanción por parte de la autoridad ambiental. Solo se mencionara este error de 
procedimiento, entre muchos que se observan . 

. 2.1.3 VIOLACION AL ARTICULO 13. DE LA CONSTITUCION 
POLlTICA DI; 1991 (PRINCIP/~ DE IGUALDAD) 

El citado artículo impone el deber a las autoridades de impartir el mismo trato a las 
personas, sin discriminación por razones diversas,' entre ellas la OPINION 
POL/TlCA. Es claro que CORNARE en el presente asunto violo el principio de 
igualdad \ de los señores CARLOS EDUARDO SANMANRTlN, RAMON 
GUSTAVO ARISTlZABLA y JORGE LUIS VALENCIA, dado que la situación de 
hecho de estos ES LA MISMA que la del señor LUIS PEREZ GUTlERREZ, quif3n 
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tuvo una decisiÓn diferente a los sancionados, .es decir, ante los mismos 

supuestos de hecho -y con las mismas pruebas- la Corporación ambiental llego a 

resultados difere'ntes,' lo cual· está prohibido desde un nivel jurídico superior 

la Corporación decidió cesar el procedimiento ambiental que se adelantaba contra 

el señor LUIS PEREZ GUTlERREZ , con el argumel1to de que dicho investigado, 

tiene varias ocupaciones en la ciudad de Medellín y que tiene la adminiStración de 

la finca delegada,' diendo esta la misma situación de todos los implicados. 


, , \. ­

.' j 

CONSIDERACIONES DE ESTE DESPACHO FRENTE A LO ANJERIORMENTE 

'~ ARGUMENTADO. 


'! b , 

Se considera apropiado realizar una breve argumentación jurídica con respecto al 

tema de la caduCidad de la acción sancionatoria, 'pues el mismo es recurrente en 

los.tres escritos d~ defensa'presentados y además el de mayor relevancia en el 


, asunto, así: ' ' 
¡i It 

CADUCIDAD DE LA ACCION 
I 

Frente al tema d~ la caducidad de la acción sancionatoria; existe.un sinnúmero de 

normas que .son, de notable importancia, normas" estas de rango constitucional, 

legal y algunos: apartes ju'risprudenciales, que se pretenden analizar en esta . 

oportunidad. '11 


Teniendo en' cu~~ta que segÚn el materiaí probatorio, la recepción de la queja 

ambiental y lo c~ntenido en las diversas actuaciones que dispone el expediente, 

como tiempo apr6ximado de la ocurrencia de los hechos que dieron origen al, I 

procedimiento -sancionatorio ambiental se tiene el mes de agosto del año 2008, 

tiempo para el ,'~cual no existía regulación especial qUE} expresara el tiempo de, I 

caducidad de la, acción, sancionatoria, debiéndose tomar como referencia lo, 

establecido ~en eP código contencioso administrativo que\ era vigente en aquella 

época, el-Decreto 01 del año 1984, que regula. al respecto en su ARTíCULO 38: 

Salvo disposición i especial en contrario, la facultad que tienen las autoridades 

administrativas para imponer sanciones caduca a los tres (3) años de producido el 

acto que pueda ocasionarlas. -J 


:1 

, En relación al det?ate acerca de la operancia y aplicación de lo dispuesto en la ley 
1333 del 21 de julio de 2009 y su termino de caducidad ,establecido en su artículo 
10 y que corresponde a 20 años, frente al asunto que nos convoca, es importante 

, ! . 

tener varios aspectos en cuenta, como lo son las disposiciones constitucionales 

que tienen importancia al respecto, así: 


, ' , . , ' 


Constitución política Colombiana: 

I ' 

i ~ 

ARTICULO 29!' El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones 

Judiciales' y administrativas. Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes 

preexistentes al 'acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con 

observancia de l/a plenitud de las formas propias de cada juicio. 


, En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se 
aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable. 

C;~~y~
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, ' 

Toda persona se presume inocente mientras no se la haya ·declarado 
judicialmente' culpable. Quien sea 'sindicado tiene derecho a la defensa y a la 
asistencia de un abogado escogido por él, o de oficio, durante la investigación y el 
juzgamiento: a un debido proceso público sin dilaciones injustificadas; a presentar 
pruebas y a controvertir las que se alleguen en su contra; a impugnar la sentencia 

. condenatoria, y a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho. , ..; 

De la anterior disposición es de gran notabilidad resaltar el aparte que predica que 
"nadie podrá ser juzgado· sino conforme a las normas preexistentes", pues es • 
apenas lógico que si se comete un acto que transgreda la normatividad jurídica, su 
juzgamiento y las consecuencias jurídicas que para el actor se desplieguen deben 
ser ajustadas a la normatividad existente at moment~ de la comisión del acto, ya 
que de lo contrario se estaría ~rente a una constante violación al principio de la 
seguridad jurídica que debe regir toda actuación estatal, generando esto la pérdida 
de crE:~dibiljdad en el poder decisorio de las instituciones propias del estado. 

Teniendo en cuenta que el artículo 40 de la ley 1333 del año 2009 dicta lo 
s~u~n~: . . ' 

Artículo 40. Sanciones. Las sanciones señaladas en este artículo se impondrán 

como principales o accesorias al respónsable de la infracción ambiental. El 

Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, las. Corporaciones 

Autónomas Regionales, las de Desarrollo Sostenible, las Unidades Ambíentales 

de los grandes centros urbanos a los que se refiere el artículo 66 de la Ley 99 de 

1993, los establecimientos públicos que trata el artículo 13 de la Ley 768'de 2002 

y la Unidad Administrativa Especial del Sistema de Parques Nacionales Naturales, 

impondrán al infractor de las normas ambientales, de acuerdo con la gravedad de 

la infracéión mediante resolución motivada, alguna o algunas de las'siguientes 

sanciones: 


• L 

1. Multas diarias hasta por cinco mí! (5.000) salarios mínimos mensuales legales 

vigentes. . , 


I 

2. Cierre temporal o def~nitivo del establecimiento, edificación o servicio. 

3. Revocatoria o caducidad de, licencia ambiental, autorización, concesión, 

permiso o registro. 


4. Demolición de obra a costa del infractor. 

5. Decomiso definitivo de especímenes, especies silvestres exóticas. productos V 

subproductos. elementos. medios' o implementos utilizados para cometer la 

infracción. 


6. Restitución de especímenes de especies de fauna y flora silvestres. 

7. Trabajo comunitario según condiciones establecidas por la autoridad ambiental. 

Las consecuencias jurídicas anteriormente citadas, tienen vigencia desde el díá 21 

de julio del año 2009" y~ para el caso concreto sin existir norma expresa que 

autorice la aplicación de las mismas de forma retroactiva, aplicando entonces la 


- 1......... 
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regla general que: d'icta que las normas jurídicas son de carácter irretroactivo, al 
respecto se extrae el siguiente aparte jurisprudencial: 

\ "11 II 
Sentencia C-619/01 

La norma general que fija la leves el efecto general inmediato de las nuevas 
disposiciones procesales. salvo en lo referente. a' los, términos que hubiesen 
erimezado a correr v las actuaciones v diligencias que va estuvieren iniciadas. -las 
cuales continúan rigiéndose por la lev antigua. Esta norma general. en principio, 
no resulta' contraria a la Constitución pues no tiene el alcance de desconocer 

'derechos adquiridos o situaciones jurídicas consolidadas. que es lo que' 

expresamente prohíbe el artículo 58 superior. Sin embargo. su aplicación debe 

respetar el principio;de favorabilidad penal. 


1: \¡i' . 

Ahora y frente a lá celeridad de la actuación administrativa la Corte Constitucional 

, ~epronunció en 14s,isiguientes términos: ,
I 

Sentencia C-401 del año 2010 

La obligación de '¡aClelantar las investigaciones sin dilaciones' injust¡'ficadas. como 
"parte del debido prnceso. 'se aplica a toda clase de actuaciones. por lo que la 


justicia impartida' con prontitúd v eficacia no sólo debe operar en los procesos 

penales -criminales-. sino en los de todo orden. administrativos, 

contravencionales. disciplinarios. policivos. etc.. de forma fal que la potestad 

sancionatoria no quede indefinidamente abierta. v su limitacióh en el tiempo con el 

señalamiento de Wt:1 pla'zo' de caducidad para la' misma . .constituye una garantía 

para la efectividad de los principios' constitucionales de seguridad jurídica V 

prevalencia delihterés general. además de cumplir con el cometido de evitar la 

paralización del proceso administrativo v. por ende, garantizar la eficiencia de la 

administración. ",1 


" 

:i 
En la misma providencia también expresa frente al tema de la caducidad: 

, . 
En cuanto hace al régimen legal de la potestad sancionatoria de la Administración. 
de acuerdo con lo previsto en el Código Contencioso Administrativo contentivo del 
procedimiento general aplicable a todas las' actuaciones' v procedimientos 
administrativos que realice lá Administración Pública. que no hayan sido objeto de 
una -regulación 1 especial. siendo el procedimiento previsto, en el Código 
Contencioso Administrativo de carácter supletorio v aplicándose en lo no previsto 
por las normas especiales. de modo que. en materia de caducidad de la acción 
sancionadora de la Administración. la regla general. aplicable en defecto de 
previsión especial sobre el particular. es la contenida en el artículo 38 del C.C.A., 
de conformidad: con el cual "[slalvo disposiciones especiales en contrario. la 
facultad que tienen las autoridades para imponer sanción caduca a los tres, (3) 
. añós de producido el acto que pueda ocasionarlas. " 

ii ji, i ' 
Que de aplicarse alguna de las sanciones establecidas en el artículo 40 de la ley 
. t 

1333 del 21 de julio del año 2009, que en IQ pr9cesal en el presente asunto es 
plenamente adaptable por la misma transición que prevé la Ley, se estaría 
desconociendo la normatividad' aplicable y la jurisprudencia respecto a la norma 
':1 ­
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sustancial, ya que estas regulaciones no se aplicaran de manera retroactiv~ para 

hechos ocurridos con anterioridad',' lo cual es concordante esto con lo expresado 

por la honorable Corte Constitucional en el sentido de que aunque la formulación 

de cargos se dio en vigencia de la Ley 1333 de 2009, los hechos que dieron origen 


. a la actuación administrativa sancionatoria se presentaron en el año 2008 en 
vigencia del Decreto-Ley 1594 de 1984, por lo cual la Ley 1333 de 2009 regiría 
solo para las disposiciones procesales y las sustanciales continúan rigiéndose por 
la ley antigua. 

Que CORNARE, en desarrolío de su papel como'Autoridad Ámbiental, procede a 
resolver el presente asunto, teniendo en cuenta todo el material probatorio que 
reposa en el expediente 056070304344 y con fiel respeto a todas y cada una de 
las garantías legales que le asisten a los implicados en el asunto, siendo para la 
presente oportunidad el acucioso estudiod¡e los recursos de ley presentados. 

/' 

/ 

Que en el mismo sentido de la consideración anterior, este despacho no se 
pronunciara de fondo respecto a los demás aspectos impugnados por los' 
recurren'tes, ya que resolviendo la solicitud de caducidad quedarían sin piso 
jurídico las demás disposicione,s contenidas en la resolución sancionatoria y en 

. razón de esto el despacho considera pertinente, conducente. y acertado la 
declaración de 'caducidad de la acción sáncionatoria en referencia al asunto que 
nos convoca. 

En mérito de lo expuesto se 

RESUELVE / . 

. ~ 	 ARTíCULO PRIMERO: REPONER en todas sus partes la Resolución con 
radicado No. 112-4920 del 21 de octubre \ de 2014 y en' consecuencia 
DECLARAR lA CADUCIDAD de la acción administrativa sancionatoria de 
carácter ambiental en relació!1 al asunto contenido en el '. expediente N° 
056070304344, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta 
providencia. I 

, 	 . 1 

ARTICULO SEGUNDO: NOTIFICAR el contenido del presente acto administrativo 
a los señores Ramóh Gustavo Aristizábal identificado,con c,edula de ciudadanía N° 

• 6.789.389, Carlos Eduardo Sanmartín 	 identificado con cedula de ciudadanía N° 
98.671.541, Jorge Luis Valencia identificado con cedula de ciudadanía N° . 
3.309.427, Quienes se pueden ubicar en el Mall LA FE local 106 del municipiodel 
Retiro Antioquia con teléfonos 312 8221 Y 542 02 28 Y al doctor JULIO ENRIQUE 
qONZALES VILLA, como apoderado de la parte interesada, quien se puede 
ubicar en la calle 16 N° 41-210, edificio la Compañía en la Ciudad-de Medellín, 
con teléfonos 266 10 48 Y 311 55 76. . 

. . 

Parágrafo: De no ser posible la notificación personal, se hará de acuerdo a' lo 
estipulado en el Código de Procedimiento Administrativo y lo Contencioso 
Administrativo, Ley 1437 de 2011. 	 ' 

\ 

. / 
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ARTICULO TERCERO: ORDENAR a la oficina de gestión documental el archivo 
definitivo de las diligencias contenidas en' el expediente 056070304344 una vez se 
encuentre debidamente ejecutoriada. . ,

" I . ' ., 
ARTICULO CUARTO: COMUNICAR la presente decisión a la PROCURADURfA 
JUDICIAL AGRARIA Y AMBIENTAL DE ANTIOQUIA, conforme a lo dispuesto en 
el artículo 56 de la ley 1333 de 2009 

" , iJ

ARTICULO QUINTO: PUBLICAR el presente acto administrativo en la. página 
Web o Boletín Oficial de CORNARE. . ... . ' 

. ARTíCULO SEXTO: CONTRA la presente decisión no prócede recurso. 
ti l' 

.~ 

Expediente: 0560703()4344. 
il i 

~I NOTIFíQUESE, PUBlíQUESE y CÚMPLASE 

. , 

1II 

Proyectó: Abogado / Johlner Gil 

Técnico.: Jessika GambOa 

Asunto: Rreso!ución recurso de reposición . 

Fecha: 30/12/ 2014 ' 
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